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a que declarara en determinado sentido) y el órgano judi-
cial otorgar mayor credibilidad al testimonio que le ofreció 
mayor verosimilitud y fundar sobre él la condena, moti-
vándose también razonablemente los motivos de ello.

Además, en el supuesto de autos sometido a nuestra 
consideración, el propósito de posesión de la droga con 
destino al tráfico se acreditó mediante la prueba indicia-
ria, al inferirse dicha intención por el Tribunal sentencia-
dor de otros indicios probados: la cantidad de comprimi-
dos de droga (47) intervenidos para pasar una noche de 
fiesta, cuando la jurisprudencia reconoce que los efectos 
de cada pastilla perduran activamente en el organismo 
humano durante unas seis horas; el valor económico de 
la droga, que no se adecuaba con la situación de escasez 
de recursos; y las circunstancias de tiempo y lugar, al 
inicio de una noche de fin de semana, en el aparcamiento 
de una discoteca donde conocidamente existía «trapi-
cheo de droga»; posesión oculta en el interior del vehí-
culo, en vez de llevarla encima de forma accesible; acti-
tud de nerviosismo del acusado; al tiempo de la 
detención no presentaba signos de hallarse influido por 
la droga, ni pidió ser reconocido por el médico forense. 
Asimismo, el Tribunal de casación consideró que, con 
independencia de que el acusado fuera consumidor, de 
que tuviera un empleo estable o de que el análisis no 
haya proporcionado el porcentaje de principio activo 
contenido en la droga, lo cierto es que el acusado tenía 
en su poder cuarenta y siete comprimidos y que se 
encontraba en un lugar en el cual, según la experiencia 
criminológica, se encuentran con frecuencia personas 
que consumen y compran drogas, siendo difícil creer 
que un consumidor de droga consuma en ese lugar, en 
el que está sólo transitoriamente, cuarenta y siete com-
primidos de «éxtasis», cualquiera sea el porcentaje del 
principio activo que contengan. A lo que se debe agregar 
que el acusado se encontraba dentro de su coche, esta-
cionado fuera de la discoteca, en una actitud de espera 
que carece de explicación.

A la vista de los indicios probados referidos en la 
Sentencias de primera instancia y de casación que se 
acaban de exponer no se puede apreciar, como man-
tiene el recurrente, la falta de enlace entre el controver-
tido elemento subjetivo del tipo delictivo (la tenencia de 
la droga con destino al tráfico), sin que nada se cues-
tione sobre el elemento objetivo, y los indicios proba-
dos, sino que, como estima el Ministerio Fiscal, de ellos 
se puede inferir suficientemente el elemento subjetivo 
del delito por el que resultó condenado, la tenencia para 
el tráfico, mediante un razonamiento no arbitrario, ni 
irracional, ni absurdo. Si a ello se une la validez de la 
integración en la valoración probatoria del contenido de 
la confesión realizada en fase de instrucción, posterior-
mente incorporada y sometida a contradicción en el acto 
del juicio oral, no se puede sino concluir con el Ministe-
rio público que en el presente caso se practicó prueba de 
cargo válida y notoriamente suficiente como para des-
virtuar la presunción de inocencia.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucio-
nal, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido
Desestimar la demanda de amparo presentada por don 

Miguel Ángel Ayza Ballester.
Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 

Estado».
Dada en Madrid, a nueve de octubre de dos mil seis.–

Guillermo Jiménez Sánchez.–Vicente Conde Martín de 
Hijas. Elisa Pérez Vera.–Eugeni Gay Montalvo.–Ramón 
Rodríguez Arribas.–Pascual Sala Sánchez.–Firmado y rubri-
cado. 

 19903 Sala Primera. Sentencia 285/2006, de 9 de octu-
bre de 2006. Recurso de amparo 5577-2003. 
Promovido por don Javier Paricio Serrano res-
pecto  a los autos de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia 
de Madrid dictados en ejecución de Sentencia 
sobre concurso de provisión de cátedra de uni-
versidad.

 Supuesta vulneración del derecho a la tutela 
judicial efectiva: revocación en súplica de una 
previa declaración de inejecutabilidad de sen-
tencia sin falta de motivación o incongruencia.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 5577-2003, promovido 
por don Javier Paricio Serrano, representado por el Pro-
curador de los Tribunales don Juan Antonio García San 
Miguel y Orueta y asistido por el Abogado don Eduardo 
García de Enterría, contra el Auto de 25 de junio de 2003 
de la Sección Sexta de la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, 
que desestimó el incidente de nulidad de actuaciones 
planteado frente al Auto de 17 de octubre de 2002, 
impugnado igualmente en el presente recurso de 
amparo, dictado por la Sala en el recurso contencioso-
administrativo núm. 320/94. Han sido partes don Manuel 
García Garrido, representado por el Procurador de los 
Tribunales don Fernando Ruiz de Velasco y Martínez de 
Ercilla y asistido por el Abogado don José Luis González 
Carreira, y la Universidad Complutense de Madrid, 
representada por el Procurador de los Tribunales don 
Pablo Hornedo Muguiro y asistida por el Abogado don 
José Luis Gómara Hernández. Ha intervenido el Ministe-
rio Fiscal. Ha sido Ponente el Magistrado don Manuel 
Aragón Reyes, quien expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el 17 de 
septiembre de 2003, el Procurador de los Tribunales don 
Juan Antonio García San Miguel y Orueta, en nombre y 
representación de don Javier Paricio Serrano, formuló 
demanda de amparo contra las resoluciones judiciales 
reseñadas en el encabezamiento de la presente Sentencia.

2. Los hechos en que se fundamenta la demanda de 
amparo, relevantes para la resolución de este recurso, 
son los que se expresan a continuación:

a) Con fecha 4 de diciembre de 1986 la Universidad 
Complutense de Madrid dictó resolución por la que fue-
ron nombrados Catedráticos de Universidad de Derecho 
Romano, en virtud de concurso ordinario convocado por 
resolución rectoral de fecha 30 de septiembre de 1985, 
don Francisco Javier Paricio Serrano y don Armando 
Torrent Ruiz.

b) El acto de constitución de la Comisión encargada de 
resolver el referido concurso fue objeto de recurso conten-
cioso-administrativo ante la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, reca-



38 Jueves 16 noviembre 2006 BOE núm. 274 Suplemento

yendo Sentencia el 8 de enero de 1992 por la que se anulaba 
la composición de la citada Comisión así como todo lo 
actuado por ella, ordenando su nueva constitución.

c) Una vez firme la anterior Sentencia, la Universi-
dad procedió a su ejecución, repitiendo el concurso, en el 
que participaron don Francisco Javier Paricio Serrano, 
don Armando Torrent Ruiz, don Pelayo de la Rosa Díaz y 
don Manuel García Garrido, proponiendo la Comisión a 
los dos primeros para ocupar las dos plazas de Catedrá-
tico convocadas. Don Manuel García Garrido presentó 
reclamación ante la correspondiente Comisión de la Uni-
versidad Complutense de Madrid que, con fecha 2 de 
febrero de 1994, fue desestimada, siendo nombrados 
Catedráticos de Universidad de Derecho Romano don 
Armando Torrent Ruiz y don Francisco Javier Paricio 
Serrano por resolución rectoral de 8 de febrero de 1994.

d) Frente a la desestimación de 2 de febrero de 1994 
de la reclamación presentada ante la Comisión de la Uni-
versidad Complutense de Madrid, interpuso don Manuel 
García Garrido recurso contencioso-administrativo ante 
la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Superior de Justicia de Madrid (recurso núm. 320/94), 
recayendo Sentencia de 30 de enero de 1999 por la que se 
estimaba parcialmente dicho recurso y se anulaba la reso-
lución de 2 de febrero de 1994, dejando sin efecto los 
nombramientos y todas las actuaciones de la comisión 
que juzgó el concurso desde el incorrecto nombramiento 
de su Presidente y de los Vocales Sres. Fernández Barreiro 
y Murga Gener, y reponiendo el procedimiento adminis-
trativo al trámite en que se produjo la infracción a fin de 
que, previo el nombramiento de una nueva comisión de 
valoración (integrada en su totalidad por miembros dis-
tintos), se desarrollara el proceso de selección hasta su 
conclusión en forma legal.

Frente a esta Sentencia se interpusieron sendos recur-
sos de casación, que fueron inadmitidos, alcanzando fir-
meza la Sentencia impugnada.

e) El 12 de diciembre de 2001 la Universidad Com-
plutense de Madrid planteó conforme al art. 105.2 LJCA 
incidente de ejecución de Sentencia, al entender que con-
curren causas de imposibilidad legal y material para eje-
cutar la citada Sentencia firme de 30 de enero de 1999, a 
saber: el actor don Manuel García Garrido está próximo a 
cumplir los 74 años de edad, habiéndose jubilado como 
funcionario docente en el curso académico 1997/1998; es 
imposible que formen parte de la nueva comisión diez 
Catedráticos del área de conocimiento de Derecho 
Romano, pues algunos de los que estaban en activo en 
1985 han fallecido, estando otros jubilados; ausencia de 
todo interés particular de quienes únicamente pueden 
volver a concursar y falta de todo interés legitimador de 
quienes en el momento de la ejecución pudieran preten-
der proseguir un procedimiento.

La Sección Sexta de la Sala de lo Contencioso-Admi-
nistrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid aco-
gió la pretensión de la Universidad Complutense por Auto 
de 3 de mayo de 2002, en el que se declara inejecutable la 
Sentencia de 30 de enero de 1999 y se decide la sustitu-
ción de la ejecución por una reparación económica, 
emplazándose a don Manuel García Garrido por término 
de veinte días para que indicara si, a consecuencia del 
acto anulado y de la indicada ejecución, se le ha ocasio-
nado algún perjuicio o daño, y en tal caso que especifi-
case cuáles han sido y los cuantificara a efectos de un 
posible resarcimiento de los mismos.

f) Frente al Auto de 3 de mayo de 2002 interpuso don 
Manuel García Garrido recurso de súplica el 13 de junio 
de 2002 en el que solicitaba del Tribunal que adoptase una 
de las siguientes medidas:

«a’) Fijar la indemnización que debe satisfacer la 
Universidad Complutense de Madrid a don Manuel Gar-
cía Garrido en la cantidad de 699.044, 90 euros, resultado 

de sumar 349.522,45 euros, en concepto de retribuciones 
dejadas de percibir de la Universidad demandada, más 
349.522,45 euros por los perjuicios morales, bajo los crite-
rios expuestos en el citado escrito;

b’) Subsidiariamente, para el caso de que no se esta-
blezca la indemnización mencionada, acuerde la ejecu-
ción de la Sentencia adoptando las medidas necesarias 
que aseguren la mayor efectividad de la ejecutoria, 
fijando un plazo para su completo cumplimiento.»

g) La Sección Sexta de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid 
dictó Auto el 17 de octubre de 2002 en el que se acuerda: 
1) estimar el recurso de súplica y revocar el pronuncia-
miento de inejecutabilidad de la Sentencia en su puro y 
debido efecto, declarándose sin embargo la plena ejecu-
tabilidad de la misma en cuanto a la repetición del pro-
ceso selectivo desde el nombramiento de una nueva 
Comisión de valoración, con la excepción de los efectos 
que pudiera originar al demandante; 2) fijar la indemniza-
ción para el actor por los daños y perjuicios que le pro-
duce la ausencia de efectos de la ejecución de la Senten-
cia con respecto a él en la cantidad de 24.500 euros.

h) Frente al anterior Auto de 17 de octubre de 2002 la 
Universidad Complutense de Madrid interpuso incidente 
de nulidad de actuaciones aduciendo incongruencia, 
indefensión y motivación inconsecuente. Asimismo inter-
puso incidente de nulidad de actuaciones frente a dicho 
Auto don Javier Paricio Serrano, aduciendo incongruen-
cia, indefensión y carácter contradictorio del Auto. Por 
Auto de 25 de junio de 2003 la Sección Sexta de la Sala de 
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de 
Justicia de Madrid resolvió no haber lugar a declarar la 
nulidad del Auto de 17 de octubre de 2002.

3. En la demanda de amparo se alega la vulneración 
del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), fun-
dada en que la Sección Sexta de la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid, al resolver el recurso de súplica suscitado por el 
Sr. García Garrido contra el Auto de 3 de mayo de 2002, 
habría incurrido en una suerte de incongruencia extra 
petitum, consistente en haber franqueado con su decisión 
revocatoria los límites objetivos legalmente establecidos 
para cualquier recurso de general y en particular para el 
de súplica.

Argumenta el recurrente, en primer lugar, que el Auto 
de 3 de mayo de 2002, que declaró inejecutable en sus 
propios términos la Sentencia de la que traía causa, 
alcanzó valor de cosa juzgada, toda vez que ninguno de 
aquellos concursantes que hubieran podido alegar un 
interés legítimo en la ejecución de la Sentencia recurrie-
ron contra dicho Auto. Añade el recurrente que el Sr. Gar-
cía Garrido sólo podía recurrir en súplica en su propio 
interés, por lo que, circunscrito por el mismo Tribunal ese 
interés a la posible indemnización –por razón de la edad 
del Sr. García Garrido, que le impide volver a concursar y, 
en su caso, tomar posesión de la plaza–, ninguna vía abre 
ese recurso de súplica para que el Tribunal reconsidere su 
decisión de inejecución respecto de terceros que no la 
han solicitado y respecto de los que, en su momento –no 
constreñida por los estrechos márgenes del recurso–, el 
Tribunal decidió que no cabía la ejecución. Así pues, 
habiendo reconocido el Tribunal que ningún interés podía 
tener el Sr. García Garrido en la ejecución de la Sentencia, 
dicha ejecución quedaba necesariamente sustraída del 
ámbito del recurso de súplica, por lo que no podía el Tri-
bunal, sin incurrir en incongruencia, convertir un recurso 
de súplica en un recurso en interés de la Ley o, peor aún 
–concluye el demandante de amparo–, en un recurso en 
perjuicio de terceros.

Por todo ello, solicita el demandante de amparo que 
se reconozca su derecho a la tutela judicial efectiva y que, 
sin reposición de las actuaciones, se declare la nulidad del 
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Auto de 25 de junio de 2003, la nulidad parcial del Auto de 
17 de octubre de 2002 (sólo en cuanto declara ejecutable 
en sus propios términos la Sentencia firme de 30 de enero 
de 1999, ordenando la repetición del proceso selectivo) y 
la firmeza del Auto de 3 de mayo de 2002 en lo referente 
a la inejecución específica de dicha Sentencia. Mediante 
otrosí solicitaba también la suspensión de los Autos 
impugnados.

4. Por providencia de 6 de febrero de 2004 la Sec-
ción Primera acordó la admisión a trámite de la demanda 
de amparo y, a tenor de lo dispuesto en el art. 51 LOTC, 
dirigir comunicación a la Sección Sexta de la Sala de lo 
Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de 
Justicia de Madrid para que en el plazo de diez días remi-
tiera testimonio del recurso contencioso-administrativo 
núm. 320/94 y al propio tiempo emplazara a quienes fue-
ron parte en el mencionado procedimiento, con excep-
ción del recurrente en amparo, que aparece ya perso-
nado, para que en el plazo de diez días pudiesen 
comparecer en este proceso constitucional, con traslado 
a dichos efectos de copia de la demanda presentada.

Asimismo acordó, conforme a lo solicitado por el 
demandante de amparo, formar la correspondiente pieza 
separada de suspensión. Tramitada la misma, fue dictado 
por la Sala Primera de este Tribunal el ATC 91/2004, de 22 
de marzo, por el que se acordó suspender la ejecución de 
los Autos de la Sección Sexta de la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de 
Madrid de 17 de octubre de 2002 y de 25 de junio de 2003. 
Contra el ATC 91/2004 interpuso recurso de súplica con-
forme al art. 93.2 LOTC don Manuel García Garrido, que 
fue resuelto por ATC 341/2004, de 13 de septiembre, por el 
que se acuerda estimar parcialmente el recurso de súplica 
y en consecuencia levantar la suspensión del segundo 
apartado del Auto de 17 de octubre de 2002 de la Sección 
Sexta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tri-
bunal Superior de Justicia de Madrid (en el que se fija la 
indemnización para el Sr. García Garrido por los daños y 
perjuicios que le produce la inejecución de la Sentencia 
en la cantidad de 24.500 euros), manteniéndose la sus-
pensión del primer apartado de dicha resolución judicial 
(que declara la plena ejecutabilidad de la Sentencia en 
cuanto a la repetición del proceso selectivo desde el nom-
bramiento de una nueva comisión de valoración, con 
excepción de los efectos que pudiera originar al Sr. García 
Garrido).

5. Por diligencia de ordenación del Secretario de 
Justicia de la Sala Primera de 23 de abril de 2004 se tuvie-
ron por recibidos los testimonios de actuaciones remiti-
dos por la Sección Sexta de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid 
y por efectuados los emplazamientos, teniéndose por 
personados y partes a los Procuradores de los Tribunales 
don Fernando Ruiz de Velasco y Martínez de Ercilla y don 
Pablo Hornedo Muguiro, en nombre y representación, 
respectivamente, de don Manuel García Garrido y de la 
Universidad Complutense de Madrid. Asimismo, a tenor 
de lo dispuesto en el art. 52 LOTC, se acordó dar vista de 
las actuaciones por plazo común de veinte días al Ministe-
rio Fiscal y a las representaciones procesales del deman-
dante de amparo y de las restantes partes personadas, 
para que dentro de dicho plazo pudieran presentar las 
alegaciones que a su derecho conviniesen.

6. Conforme a lo interesado por el Procurador de los 
Tribunales don Fernando Ruiz de Velasco y Martínez de 
Ercilla, por diligencia de ordenación del Secretario de Jus-
ticia de la Sala Primera de 4 de mayo de 2004 se acordó, 
con suspensión del plazo del art. 52 LOTC para la presenta-
ción de alegaciones, oficiar a la Sección Sexta de la Sala de 
lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior de 
Justicia de Madrid para que en el plazo de diez días remi-

tiera testimonio del expediente administrativo correspon-
diente al recurso contencioso-administrativo núm. 320/94.

7. Por escrito registrado en este Tribunal el 14 de 
mayo de 2004 el Ministerio Fiscal formuló sus alegacio-
nes, en las que interesa que se deniegue el amparo solici-
tado por el recurrente.

Tras exponer los antecedentes del caso, señala el Fis-
cal que en la demanda de amparo se denuncia una única 
vulneración constitucional, la del derecho a la tutela judi-
cial efectiva por incongruencia extra petitum, que se fun-
damenta en que la Sala estimó el recurso de súplica inter-
puesto por don Manuel García Garrido sin tener en cuenta 
que éste carecía de interés legítimo para sostener una 
pretensión concreta en dicho recurso –la relativa a la eje-
cución de la Sentencia en sus propios términos–, de 
suerte que esa falta de legitimación debía haberse apre-
ciado de oficio por la Sala.

El Ministerio Fiscal considera que esta es una cuestión 
de estricta legalidad ordinaria, conforme a la doctrina del 
Tribunal Constitucional (cita el ATC 17/2004), que en nada 
afecta al derecho a la tutela judicial efectiva en su faceta 
de acceso a la justicia, por lo que corresponde resolverla 
exclusivamente a los Juzgados y Tribunales de la jurisdic-
ción concernida, en ejercicio de la potestad que les reco-
noce el art. 117.3 CE. A ello debe añadirse –continúa el 
Ministerio Fiscal– que no es exigible al órgano judicial 
que examine de oficio la existencia de un interés legítimo 
para cada una de las peticiones que las partes formulen 
en el proceso. Por el contrario, en virtud de la doctrina de 
la perpetuatio legitimationis, quien acredita su legitimatio 
ad causam y ad processum la mantiene para actuar a lo 
largo del proceso, salvo que resulte claramente acredi-
tado lo contrario.

En este caso, además, no se discute la legitimación 
para el proceso o en relación con el derecho a obtener una 
resolución de fondo, sino el interés de quien ha instado 
un proceso contencioso-administrativo y ha obtenido una 
sentencia favorable, a conseguir que esa sentencia se eje-
cute en sus propios términos. Pues bien, el Tribunal Cons-
titucional tiene reiteradamente declarado (cita la STC 
140/2003) que el derecho a la ejecución de sentencias 
forma parte del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 
24.1 CE), ya que, en caso contrario, las decisiones judicia-
les y los derechos que en ellas se reconocen no serían 
más que meras declaraciones de intenciones y, por tanto, 
no estaría garantizada la efectividad de la tutela judicial. 
Por esta razón no es admisible que en este tipo de proce-
sos la Administración demandada pudiera conseguir que 
lo declarado en sentencia deviniera ineficaz mediante la 
prolongación del proceso o la ejecutoria, o la renuencia a 
ejecutar la sentencia hasta que un hecho posterior –como 
la jubilación– eliminara el interés material directo del 
actor, haciéndole perder su derecho a la ejecución de la 
sentencia en sus propios términos. Y no es admisible por-
que ha de reconocerse que el actor puede tener un interés 
moral –invocado por don Manuel García Garrido en su 
recurso de súplica, con cita de una Sentencia del Tribunal 
Supremo– en que la sentencia se ejecute en sus propios 
términos, de forma que lo declarado en Sentencia se 
plasme en la realidad. Por eso no es irrazonable –concluye 
el Ministerio Fiscal– que la Sala no se plantee la cuestión 
–que ahora suscita el demandante de amparo sin haberlo 
hecho en el incidente de nulidad– de la existencia de un 
interés en don Manuel García Garrido para que se acuerde 
la ejecución de la Sentencia dictada en sus propios térmi-
nos, ya que este interés, aunque no se hubiera mencio-
nado (que sí se ha hecho) en el recurso de súplica, legíti-
mamente puede estimarse que corresponde a todo el que 
ha obtenido una sentencia a su favor, de forma que, 
siendo una de las pretensiones del recurso de súplica de 
don Manuel García Garrido que se dejase sin efecto la 
declaración de inejecutabilidad de la Sentencia firme dic-
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tada en los Autos, la Sala no incurrió en ningún tipo de 
incongruencia resolviendo tal pretensión.

8. Por diligencia de ordenación del Secretario de 
Justicia de la Sala Primera de 31 de mayo de 2004 se tuvo 
por recibido el testimonio requerido, así como el escrito 
de alegaciones presentado por el Ministerio Fiscal, acor-
dándose asimismo, a tenor de lo dispuesto en el art. 52 
LOTC, dar de nuevo vista de las actuaciones por plazo 
común de veinte días al Ministerio Fiscal, para que 
pudiese completar las alegaciones presentadas, y al 
demandante de amparo y las restantes partes persona-
das, para que dentro del mismo plazo pudieran presentar 
las alegaciones que a su derecho conviniesen.

9. El Ministerio Fiscal, mediante escrito registrado 
el 9 de junio de 2004, manifiesta que nada tiene que aña-
dir a las alegaciones formuladas con fecha 14 de mayo 
de 2004, a las que se remite íntegramente.

10. El Procurador de los Tribunales don Fernando 
Ruiz de Velasco y Martínez de Ercilla, en nombre y repre-
sentación de don Manuel García Garrido, formuló sus 
alegaciones mediante escrito registrado en este Tribunal 
el 23 de junio de 2004.

Tras un relato de antecedentes de hecho, plantea lo 
que denomina como «cuestión procesal previa», pues 
entiende que la demanda de amparo incurre en la causa 
de inadmisión del art. 50.1 c) LOTC, al carecer manifiesta-
mente de contenido constitucional que justifique una 
decisión sobre el fondo por parte del Tribunal Constitucio-
nal. Ello es así, en primer lugar, porque determinar quién 
tiene interés legítimo para accionar en vía contencioso-
administrativa es una cuestión de legalidad ordinaria, 
carente de relevancia constitucional, como tiene decla-
rado el Tribunal Constitucional (SSTC 220/2001 y 73/2004). 
Además, no existe en modo alguno la pretendida incon-
gruencia extra petitum que invoca el demandante de 
amparo, toda vez que la Sala resolvió el recurso de súplica 
interpuesto por don Manuel García Garrido en los térmi-
nos en que se planteó la controversia, no habiendo exis-
tido inadecuación entre lo solicitado y lo resuelto, por lo 
que huelga hablar de incongruencia, de conformidad con 
la reiterada doctrina constitucional al respecto (SSTC 
113/1999, 182/2000 y 172/2001). En fin, también es conso-
lidada doctrina constitucional que la interpretación del 
sentido del fallo de las resoluciones judiciales es una fun-
ción que corresponde en exclusiva a los órganos judicia-
les, siendo irrevisable en amparo salvo en caso de que la 
decisión sobre la ejecución sea incongruente, arbitraria o 
irrazonable, lo que no acontece en el presente caso.

En cuanto al fondo del asunto, se señala que, en con-
tra de lo que sostiene el demandante de amparo, no es 
cierto que don Manuel García Garrido haya sido «apar-
tado del proceso judicial al carecer de un interés legí-
timo». La simple lectura de los dos Autos recurridos evi-
dencia que no es así. Ni en aquellas resoluciones, ni en 
ningún momento del proceso la Sala ha llegado, ni tan 
siquiera, a cuestionar la incontrovertible legitimidad de su 
interés. No puede ser de otro modo, pues a don Manuel 
García Garrido se le ha privado de la plaza que le corres-
pondía durante los últimos decisivos diez años de su vida 
profesional; luego se le ha despojado del derecho primor-
dial que le confería la Sentencia firme que estimó su 
impugnación del concurso, consistente en poder concur-
sar nuevamente; y al final, tras concedérsele una exigua e 
insuficiente –y no percibida a la fecha de formular alega-
ciones– reparación económica, con tal excusa el deman-
dante de amparo pretende injustificadamente negar su 
legitimidad incluso para oponerse a la declaración de ine-
jecución de la Sentencia y a los perjuicios derivados de la 
misma. En suma, habiendo la Sala fallado en el Auto de 3 
de mayo de 2002 contra las peticiones formuladas por 
don Manuel García Garrido, resulta incuestionable su 

derecho y legitimación para recurrir en súplica contra 
dicho Auto, lesivo de sus intereses.

Resulta asimismo infundado el argumento del deman-
dante de amparo según el cual el recurso de súplica inter-
puesto por don Manuel García Garrido contra el Auto de 3 
de mayo de 2002 encubre un «recurso de interés de la 
Ley», porque no perseguía realmente la defensa de un 
interés subjetivo. El recurso de súplica presentado por 
don Manuel García Garrido, además de denunciar los 
diversos quebrantamientos de forma y fondo del Auto 
impugnado, perseguía combatir una decisión extraordi-
nariamente lesiva para sus intereses, como lo era la 
declaración de inejecución de la Sentencia firme estima-
toria de su recurso contencioso-administrativo. Es incues-
tionable que quien obtiene una Sentencia favorable a sus 
derechos e intereses está plenamente legitimado para 
intentar impedir su inejecución mediante la interposición 
de los recursos procedentes. A don Manuel García Garrido 
le asiste, en efecto, el derecho a la ejecución de las sen-
tencias firmes en sus propios términos, que se incorpora 
al derecho a la tutela judicial efectiva garantizado por el 
art. 24.1 CE, conforme a reiterada doctrina del Tribunal 
Constitucional.

En fin, el Auto de 17 de octubre de 2002 ha resuelto el 
recurso de súplica interpuesto por don Manuel García 
Garrido contra el Auto de 3 de mayo de 2002 de forma 
congruente con las pretensiones deducidas en el recurso, 
por lo que no ha existido la supuesta incongruencia extra 
petitum que invoca el demandante de amparo, ni ninguna 
otra modalidad de incongruencia en la referida resolución 
judicial.

Por todo ello, la representación procesal de don 
Manuel García Garrido concluye solicitando que se dicte 
Sentencia por la que se acuerde inadmitir el recurso de 
amparo en virtud de lo dispuesto en el art. 50.1 c) LOTC, o, 
subsidiariamente, se deniegue el amparo solicitado.

11. La representación procesal del recurrente en 
amparo formuló sus alegaciones mediante escrito regis-
trado en este Tribunal el 29 de junio de 2004, en el que, 
tras ratificarse en las alegaciones vertidas en su escrito de 
demanda, reitera que el Auto de 3 de mayo de 2002 
supuso estimar no sólo la pretensión de la Universidad 
(sustitución de la ejecución de la Sentencia en sus propios 
términos por su equivalente económico), sino también la 
pretensión principal del propio don Manuel García 
Garrido (reconocerle el derecho a una indemnización eco-
nómica, por no poder ya concursar a la plaza deseada al 
haber alcanzado la edad de jubilación, aunque sin fijar su 
cuantía), por lo que el Auto de 17 de octubre de 2002 que 
resuelve el recurso de súplica interpuesto por don Manuel 
García Garrido contra el Auto de 3 de mayo de 2002, incu-
rre en incongruencia extra petitum en cuanto revoca la 
declaración de inejecutabilidad de la Sentencia en sus 
propios términos, pues don Manuel García Garrido, que 
no podía ya participar en el proceso selectivo por estar 
jubilado, carecía de interés legítimo alguno en ejecución 
de la Sentencia para interesar que se declarase la repeti-
ción del proceso selectivo. A partir del Auto de 3 de mayo 
de 2002 lo único que podía cuestionar don Manuel García 
Garrido era la cuantía de la indemnización que le corres-
pondía, pero no la procedencia o improcedencia de la 
ejecución de la Sentencia en forma específica. Además, la 
estimación de la pretensión principal de su recurso de 
súplica (la pretensión indemnizatoria) excluía la estima-
ción de la pretensión subsidiaria (la ejecución específica 
de la Sentencia).

Por todo ello reitera el recurrente su solicitud de otor-
gamiento de amparo conforme a lo interesado en el 
escrito de demanda, solicitando asimismo por otrosí que 
se declare improcedente la personación de don Manuel 
García Garrido en el presente recurso de amparo, por 
carecer de interés legítimo en el mismo.
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12. La representación procesal de la Universidad 
Complutense de Madrid presentó su escrito de alegacio-
nes en el registro de entrada de este Tribunal el 30 de 
junio de 2004, interesando el otorgamiento del amparo 
solicitado por el recurrente, al entender que, tal como éste 
argumenta, en el Auto de 17 de octubre de 2002 que 
resuelve el recurso de súplica interpuesto por don Manuel 
García Garrido contra el Auto de 3 de mayo de 2002, la 
Sala de lo Contencioso-administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Madrid incurre en incongruencia extra 
petitum, lo que determina la vulneración del derecho fun-
damental a la tutela judicial efectiva sin indefensión 
(art. 24.1 CE) del recurrente en amparo.

13. Por providencia de 5 de octubre de 2006 se 
señaló para deliberación y votación de la presente Sen-
tencia el día 9 del mismo mes y año.

II. Fundamentos jurídicos

1. La demanda de amparo se dirige contra el Auto de 
17 de octubre de 2002, así como contra el Auto de 25 de 
junio de 2003 que desestima el incidente de nulidad pro-
movido contra aquél, dictados por la Sección Sexta de la 
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Madrid, cuya nulidad se solicita exclu-
sivamente en el extremo que el recurrente considera 
lesivo de su derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 
CE), esto es, en el pronunciamiento relativo a la revoca-
ción de la declaración contenida en el Auto de 3 de mayo 
de 2002 de inejecución de la Sentencia firme dictada en el 
proceso, al entender el recurrente que la Sala ha incurrido 
en incongruencia extra petitum al resolver sobre dicho 
extremo, por las razones que han quedado señaladas con 
detalle en los antecedentes, pretensión que apoya la Uni-
versidad Complutense de Madrid y a la que se oponen 
tanto el Ministerio Fiscal como la representación procesal 
de don Manuel García Garrido, demandante en el proceso 
de instancia.

2. Antes de abordar el fondo de la cuestión planteada, 
procede examinar la pretendida causa de inadmisión de la 
demanda de amparo que alega el Sr. García Garrido, con-
sistente en la carencia manifiesta de contenido que justifi-
que una decisión sobre el fondo [art. 50.1 c) LOTC].

Tal óbice ha de ser rechazado, pues la apreciación de 
esta causa de inadmisión queda reservada al trámite de 
admisión del recurso de amparo (art. 50 LOTC), constitu-
yendo, «en alguna medida, un pronunciamiento antici-
pado y sumario sobre el fondo» (ATC 13/1989, de 16 de 
enero, FJ 2), esto es, un juicio anticipado adoptado en fase 
de admisión, al resultar patente prima facie que no se ha 
producido la lesión del derecho fundamental invocado 
por el recurrente. Una vez que el recurso de amparo es 
admitido a trámite, la Sentencia que en su día se dicte 
será denegatoria del amparo [art. 53 b) LOTC] si este Tri-
bunal entiende que no ha existido la vulneración del dere-
cho fundamental alegada.

3. De igual modo debemos rechazar la pretensión 
subsidiaria que mediante otrosí formula el demandante 
de amparo en su escrito de alegaciones, consistente en 
que declaremos improcedente la personación de don 
Manuel García Garrido en el presente recurso de amparo, 
por carecer de interés legítimo en el mismo.

Esta pretensión no puede acogerse, pues la interven-
ción de don Manuel García Garrido en el presente recurso 
de amparo responde a lo establecido en el art. 51.2 LOTC, 
a cuyo tenor el órgano judicial del que dimana la resolu-
ción impugnada ha de emplazar, a requerimiento de este 
Tribunal, a quienes fueron parte en el procedimiento judi-
cial para que puedan comparecer en el proceso constitu-
cional de amparo, si lo estiman oportuno, en el plazo de 
diez días, precepto que ha de ponerse en relación con el 
art. 47.1 LOTC, conforme al cual podrán comparecer en el 

proceso de amparo, con el carácter de demandado o de 
coadyuvante, las personas favorecidas por la decisión en 
razón de la cual se formule el recurso de amparo o que 
ostenten un interés legítimo en el mismo. Es notorio que 
ésta es la situación de don Manuel García Garrido, 
que fue demandante en el proceso judicial previo, en el 
que obtuvo una Sentencia favorable a su pretensión, cuya 
forma de ejecución se establece finalmente en el Auto 
de 17 de octubre de 2002 –ahora impugnado en amparo–, 
por el que se estimó precisamente el recurso de súplica 
interpuesto por el Sr. García Garrido contra el Auto de 3 
de mayo de 2002, en el que se declaraba inejecutable la 
Sentencia firme dictada en el proceso y se decidía la sus-
titución de la ejecución por una reparación económica 
(Auto éste último cuya firmeza se reclama en la demanda 
de amparo respecto del recurrente en amparo).

Por lo demás, como tenemos reiteradamente decla-
rado, el recurso de amparo tiene por objeto exclusiva-
mente las pretensiones deducidas por el demandante de 
amparo en tiempo y forma, quedando reducido el papel 
de los restantes comparecientes (en este caso la Universi-
dad Complutense de Madrid y don Manuel García Garrido) 
a formular alegaciones (art. 52 LOTC) y a que se les notifi-
quen las resoluciones que recaigan en el proceso de 
amparo (entre otras muchas, SSTC 66/1989, de 17 de abril, 
FJ 1; 241/1994, de 20 de julio, FJ 3; 41/1998, de 24 de 
febrero, FJ 2; 113/1998, de 1 de junio, FJ 1; 141/2001, de 18 
de junio, FJ 3; y 209/2003, de 1 de diciembre, FJ 6).

4. Pasando ya a examinar la queja formulada por el 
demandante de amparo, debe recordarse que éste sos-
tiene que la Sala de lo Contencioso-Administrativo del 
Tribunal Superior de Justicia de Madrid «ha incurrido en 
una suerte de incongruencia extra petitum» en su Auto de 
17 de octubre de 2002 que resuelve el recurso de súplica 
interpuesto por el Sr. García Garrido contra el Auto de 3 
de mayo de 2002, porque el órgano judicial habría reba-
sado con su decisión revocatoria (confirmada por el Auto 
de 25 de junio de 2003, que desestima el incidente de 
nulidad) los límites objetivos establecidos legalmente 
para cualquier recurso en general y en particular para el 
de súplica, habida cuenta de que el Sr. García Garrido, 
que no podía ya concursar a la plaza de Catedrático de 
Derecho Romano por haber alcanzado la edad de jubila-
ción, sólo podía ya discutir la cuantía de la reparación 
económica sustitutoria que le correspondería por la impo-
sibilidad de ejecución de la Sentencia en sus propios tér-
minos, careciendo de interés legítimo para solicitar que el 
órgano judicial reconsiderase su decisión, acordada por 
Auto de 3 de mayo de 2002, de declarar inejecutable la 
Sentencia en forma específica (repetición del proceso 
selectivo).

De este modo, los Autos impugnados en amparo, al 
revocar la declaración de inejecución de la Sentencia 
firme de 30 de enero de 1999 acordada en el Auto de 3 de 
mayo de 2002, habrían lesionado el derecho del deman-
dante de amparo (que se aquietó a lo declarado en dicho 
Auto por ser favorable a sus intereses) a la tutela judicial 
efectiva (art. 24.1 CE), por lo que solicita que declaremos 
la nulidad del Auto de 25 de junio de 2003, la nulidad par-
cial del Auto de 17 de octubre de 2002 (en cuanto declara 
ejecutable en sus propios términos la Sentencia, orde-
nando la repetición del proceso selectivo) y la firmeza del 
Auto de 3 de mayo de 2002 en lo referente a la inejecución 
específica de dicha Sentencia.

5. Para dar cumplida respuesta a la queja del deman-
dante de amparo debe comenzarse por recordar que 
hemos declarado «que del mismo modo que un órgano 
judicial no puede inadmitir un recurso previsto por la ley, 
tampoco le está permitido pronunciarse en vía de recurso 
sobre una determinada materia cuando exista una causa 
impeditiva para ello, puesto que, si ignorara esta prohibi-
ción legal, estaría excediéndose de la competencia que el 
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legislador le ha otorgado en el caso concreto, exceso que 
este Tribunal Constitucional debe corregir en la medida en 
que el pronunciamiento judicial pudiera lesionar el dere-
cho de otros justiciables a la tutela judicial efectiva» 
(SSTC 116/1986, de 8 de octubre, FJ 3, y 187/1989, de 13 de 
noviembre, FJ 2). Pero asimismo hemos declarado que el 
art. 24.1 CE no consagra un pretendido derecho de la 
parte favorecida por una determinada resolución judicial 
a que no sea admitido un recurso a la parte contraria 
«cuando ese recurso legalmente está establecido» (STC 
293/1994, de 27 de octubre, FJ 2).

En el presente caso la procedencia legal del recurso 
de súplica interpuesto por don Manuel García Garrido 
contra el Auto de 3 de mayo de 2002, recurso que se ofre-
cía expresamente en el mismo, resulta indiscutible a 
tenor de lo dispuesto en el art. 79.1 de la Ley de la jurisdic-
ción contencioso-administrativa (LJCA), concurriendo 
asimismo el gravamen o perjuicio que constituye el pre-
supuesto de todo recurso (art. 448.1 de la Ley de enjuicia-
miento civil: LEC), toda vez que el citado Auto afectaba 
desfavorablemente a don Manuel García Garrido, al 
declarar la inejecución en sus propios términos de la Sen-
tencia dictada en el proceso (que había sido favorable a 
los derechos e intereses de aquél) y su eventual sustitu-
ción por una reparación económica.

6. Pues bien, ha de recordarse que este Tribunal tiene 
reiteradamente declarado que «el derecho a la ejecución 
de sentencias forma parte del derecho a la tutela judicial 
efectiva (art. 24.1 CE), ya que, en caso contrario, las decisio-
nes judiciales y los derechos que en ellas se reconocen no 
serían más que meras declaraciones de intenciones y, por 
tanto, no estaría garantizada la efectividad de la tutela judi-
cial» (entre otras muchas, SSTC 144/2000, de 29 de mayo, 
FJ 6; 83/2001, de 26 de marzo, FJ 4; 3/2002, de 14 de enero, 
FJ 4; 140/2003, de 14 de julio, FJ 6; y 223/2004, de 29 de 
noviembre, FJ 6).

Por eso mismo también hemos declarado que, desde 
la perspectiva del art. 24.1 CE, no puede aceptarse que sin 
el concurso de elementos que hagan imposible física o 
jurídicamente la ejecución o la dificulten por concurrir 
circunstancias sobrevenidas impeditivas, por incorrecta 
determinación del fallo, por sus desproporcionadas con-
secuencias o por razones similares, esto es, que sin 
haberse alterado los términos en los que la disputa proce-
sal fue planteada y resuelta ante la Sala sentenciadora, se 
pretenda privar de efectos, en un momento posterior, al 
pronunciamiento judicial entonces emitido, por la vía de 
discutir de nuevo, en trámite de ejecución, lo que ya fue 
en su día definitivamente resuelto por el órgano judicial 
(por todas, SSTC 41/1993, de 8 de febrero, FJ 2; y 18/2004, 
de 23 de febrero, FJ 4).

De acuerdo con la doctrina expuesta resulta rechaza-
ble, como advierte en sus alegaciones el Ministerio Fiscal, 
que la Administración demandada en el recurso conten-
cioso-administrativo pudiera conseguir que lo declarado 
en sentencia deviniera ineficaz mediante la prolongación 
del proceso o la ejecutoria, de suerte que un hecho sobre-
venido, como es en este caso la jubilación forzosa por 
edad del actor, don Manuel García Garrido, eliminara el 
interés material directo de ése, privándole de su derecho 
a la ejecución en sus propios términos de la Sentencia 
firme dictada en el proceso, que ha sido favorable a sus 
pretensiones.

En efecto, sin perjuicio de que el Sr. García Garrido 
pudiera tener –como invocaba en su recurso de súplica–
un interés moral en que el pronunciamiento de la Senten-
cia firme de 30 de enero de 1999 (anulación de la Resolu-
ción rectoral de 2 de febrero de 1994 y reposición de 
actuaciones al trámite en que se produjo la infracción a fin 
de que, previo el nombramiento de una nueva comisión 
de valoración, integrada en su totalidad por miembros 
distintos, se desarrolle el proceso selectivo hasta su con-

clusión en forma legal) se cumpla en sus propios térmi-
nos, lo cierto es que la Sala considera en su Auto de 17 de 
octubre de 2002 que el Sr. García Garrido estaba legiti-
mado para interponer recurso de súplica contra el Auto 
de 3 de mayo de 2002 y para solicitar en dicho recurso 
tanto la indemnización por daños y perjuicios como la 
ejecución específica de la Sentencia, al no existir elemen-
tos que hicieran imposible física o jurídicamente dicha 
ejecución o la dificultasen extraordinariamente, toda vez 
que, excluyendo al propio Sr. García Garrido –por haber 
alcanzado la edad de jubilación en la función docente uni-
versitaria–, nada impedía que se repitiese el proceso 
selectivo en los términos establecidos por la Sentencia, 
con la participación en el mismo del resto de concursan-
tes, entre ellos el demandante de amparo. En tal sentido 
la Sala razona en su Auto de 17 de octubre de 2002 (argu-
mento reiterado en el Auto que resuelve el incidente de 
nulidad), analizando lo dispuesto en el art. 105.2 LJCA, 
que el cumplimiento o imposibilidad de cumplimiento de 
una sentencia no está a disponibilidad de las partes, y por 
ello declara que se puede ejecutar la Sentencia en la parte 
en que puede ser objeto de cumplimiento, esto es, decla-
rando su plena ejecutabilidad en cuanto a la repetición del 
proceso selectivo (desde el nombramiento de una nueva 
comisión de valoración y hasta conclusión en legal 
forma), excepto para el Sr. García Garrido, quien no puede 
–ni lo pretende– volver a participar en dicho proceso 
colectivo al haber alcanzado la edad de jubilación for-
zosa.

Para enjuiciar esta respuesta judicial desde la pers-
pectiva del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 
CE) conforme al canon de control que nos corresponde, 
debe recordarse que se trata de un control externo, limi-
tado estrictamente a verificar que la resolución judicial 
está fundada en Derecho, lo que implica, conforme a con-
solidada doctrina de este Tribunal, verificar que el razona-
miento que sustenta la decisión no resulte arbitrario, 
manifiestamente irrazonable o incurso en error patente 
(por todas, SSTC 22/1994, de 27 de enero, FJ 2; 226/2000, 
de 2 de octubre, FJ 3; y 60/2006, de 27 de febrero, FJ 2). Es 
decir, más concretamente, como también hemos afir-
mado, que «sólo podrá considerarse que la resolución 
judicial impugnada vulnera el derecho a la tutela judicial 
efectiva cuando el razonamiento que la funda incurra en 
tal grado de arbitrariedad, irrazonabilidad o error que, por 
su evidencia y contenido, sean tan manifiestos y graves 
que para cualquier observador resulte patente que la 
resolución de hecho carece de toda motivación o razona-
miento», no pudiendo entenderse como «decisiones 
motivadas y razonadas aquéllas que, a primera vista y sin 
necesidad de mayor esfuerzo intelectual y argumental, se 
comprueba que parten de premisas inexistentes o paten-
temente erróneas o siguen un desarrollo argumental que 
incurre en quiebras lógicas de tal magnitud que las con-
clusiones alcanzadas no pueden considerarse basadas en 
ninguna de las razones aducidas» (STC 214/1999, de 29 de 
noviembre, FJ 4).

Pues bien, a partir del referido canon de control al que 
este Tribunal está inexcusablemente sometido cuando se 
trata de enjuiciar una supuesta vulneración del derecho a 
la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), en su vertiente de 
derecho a una respuesta judicial motivada y fundada en 
Derecho, debemos concluir que la fundamentación del 
Auto de 17 de octubre de 2002, anteriormente expuesta, 
en virtud de la cual la Sala llega a la conclusión de que el 
Sr. García Garrido estaba legitimado para recurrir en 
súplica contra el Auto de 3 de mayo de 2002 y para formu-
lar las pretensiones que dedujo en dicho recurso, satis-
face las exigencias del derecho a la tutela judicial efectiva, 
por lo que, desde esta perspectiva, la queja del deman-
dante de amparo no puede ser acogida.
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7. Sentado lo anterior debe, finalmente, rechazarse 
que la Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal 
Superior de Justicia de Madrid haya incurrido también en 
incongruencia extra petitum al resolver en su Auto de 17 
de octubre de 2002 el recurso de súplica interpuesto con-
tra el Auto de 3 de mayo de 2002 por el Sr. García Garrido, 
por conceder más de lo pedido al acoger indebidamente 
las dos pretensiones, en cuanto que, a juicio del recu-
rrente en amparo, la estimación de la principal (indemni-
zatoria) hubiera debido excluir la de la subsidiaria (ejecu-
ción de la Sentencia).

Como hemos recordado en la STC 262/2005, de 24 de 
octubre, FJ 4, «este Tribunal ha venido declarando reitera-
damente que, para que la incongruencia por exceso 
adquiera relevancia constitucional y pueda ser constitu-
tiva de una lesión del derecho a la tutela judicial efectiva 
del art. 24.1 CE, se requiere que la desviación o el des-
ajuste entre el fallo judicial y los términos en que las par-
tes hayan formulado sus pretensiones, por conceder más 
de lo pedido (ultra petitum) o algo distinto de lo pedido 
(extra petitum), suponga una modificación sustancial del 
objeto procesal, con la consiguiente indefensión y sus-
tracción a las partes del verdadero debate contradictorio, 
produciéndose un fallo extraño a las respectivas preten-
siones de las partes (STC 20/1982, de 5 de mayo), de 
forma que la decisión judicial se haya pronunciado sobre 
temas o materias no debatidas oportunamente en el pro-
ceso y respecto de las cuales, por consiguiente, las partes 
no tuvieron oportunidad de ejercitar adecuadamente su 
derecho de defensa, formulando o exponiendo las alega-
ciones y argumentos que tuvieran por conveniente en 
apoyo de sus respectivas posiciones procesales (SSTC 
191/1995, de 18 de diciembre, FJ 3; 60/1996, de 4 de abril, 
FJ 5; 182/2000, de 10 de julio, FJ 3; 45/2003, de 3 de marzo, 
FJ 3; 218/2004, de 29 de noviembre, FJ 3; y 250/2004, de 20 
de diciembre, FJ 3, entre otras muchas)».

La aplicación al presente caso de la doctrina expuesta 
conduce a la conclusión, como ya adelantábamos, de que 
no existe en el Auto de 17 de octubre de 2002 el vicio de 
incongruencia extra petitum que denuncia el demandante 
de amparo, pues, siendo una de las pretensiones del 
recurso de súplica formulado por el Sr. García Garrido 
contra el Auto de 3 de mayo de 2002 que se dejase sin 
efecto la declaración de inejecutabilidad de la Sentencia 
firme de 30 de enero de 1999, la Sala de lo Contencioso-
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Madrid 
no incurrió en incongruencia por exceso al estimar tal 
pretensión, a la que por otra parte tuvo ocasión de opo-
nerse el demandante de amparo en sus alegaciones 
frente al recurso de súplica.

No altera esta conclusión el hecho de que tal preten-
sión fuera planteada por el Sr. García Garrido de forma 
subsidiaria, pues, como se razona en el Auto resolutorio 
del incidente de nulidad, rechazando el argumento del 
demandante de amparo según el cual la estimación de la 
pretensión principal (indemnizatoria) del recurso de 
súplica del Sr. García Garrido excluiría la estimación de la 
pretensión subsidiaria (ejecución específica de la Senten-
cia), la Sala, que no está vinculada por el orden que el 
justiciable haya dado a sus pretensiones, procedió a ana-
lizar y resolver las mismas conforme al orden lógico-jurí-
dico que demandaba su naturaleza, de suerte que 
comenzó por pronunciarse sobre la ejecutabilidad de la 
Sentencia, por ser el presupuesto fundamental del que 
dependía el otorgamiento o no de la indemnización solici-
tada.

Como señala el Ministerio Fiscal, esta fundamenta-
ción resulta perfectamente razonable, debiendo añadirse 
que, conforme ya quedó señalado, desde la perspectiva 
constitucional sólo cabe apreciar incongruencia por 
exceso lesiva del derecho a la tutela judicial efectiva (art. 
24.1 CE) cuando la resolución judicial combatida se haya 
pronunciado, concediendo más de lo pedido o algo dis-

tinto de lo pedido, sobre materias no debatidas oportuna-
mente en el proceso y respecto de las cuales, por consi-
guiente, las partes no tuvieron oportunidad de ejercitar 
adecuadamente su derecho de defensa. Nada de esto 
acontece en el presente caso, en el que tanto la preten-
sión de ejecución específica de la Sentencia, como la pre-
tensión indemnizatoria, fueron debidamente planteadas 
por el Sr. García Garrido en su recurso de súplica y con-
testadas por el demandante de amparo mediante las ale-
gaciones que consideró pertinentes a tal efecto. En efecto, 
como ha quedado expuesto en los antecedentes, en su 
recurso de súplica frente al Auto de 3 de mayo de 2002 el 
Sr. García Garrido solicitaba de la Sala que adoptase una 
de las siguientes medidas:

«a’) Fijar la indemnización que debe satisfacer la 
Universidad Complutense de Madrid a don Manuel Gar-
cía Garrido en la cantidad de 699.044, 90 euros, resultado 
de sumar 349.522,45 euros, en concepto de retribuciones 
dejadas de percibir de la Universidad demandada, más 
349.522,45 euros por los perjuicios morales, bajo los crite-
rios expuestos en el citado escrito;

b’) Subsidiariamente, para el caso de que no se esta-
blezca la indemnización mencionada, acuerde la ejecu-
ción de la Sentencia adoptando las medidas necesarias 
que aseguren la mayor efectividad de la ejecutoria, 
fijando un plazo para su completo cumplimiento.»

Al recurso de súplica se opuso el demandante de 
amparo formulando las alegaciones que tuvo por con-
venientes y, por su parte, la Sala resolvió el debate 
dentro de los términos planteados mediante su Auto de 
17 de octubre de 2002, por el que, reconsiderando su 
pronunciamiento precedente, estima la pretensión de 
ejecución de la Sentencia en sus propios términos, por 
lo que ordena la repetición del proceso selectivo 
excepto para el Sr. García Garrido (que ya no puede 
concursar por razón de edad) y por ello estima también 
parcialmente la pretensión indemnizatoria, fijando la 
indemnización por los daños y perjuicios que le oca-
siona la ausencia de efectos de la ejecución de la Sen-
tencia con respecto a él en la cantidad de 24.500 euros, 
inferior a la solicitada en el recurso de súplica, debiendo 
recordarse que el Sr. García Garrido solicitaba una 
indemnización en cuantía de 669.044,09 euros, así 
como, para el caso de que no se le otorgase la indemni-
zación exactamente en esa concreta suma (como se 
solicita en el suplico del recurso de súplica), la ejecu-
ción específica de la Sentencia. Debiendo asimismo 
tenerse en cuenta que el Sr. García Garrido admite 
expresamente en su recurso de súplica (como así queda 
reconocido tanto en el Auto de 17 de octubre
de 2002 como en el posterior Auto que resuelve el inci-
dente de nulidad) que él ya no podría tomar parte en el 
concurso, al haber alcanzado la edad de jubilación for-
zosa, razonando que tal circunstancia, al tiempo que 
justifica su pretensión indemnizatoria, no impide la 
repetición del proceso selectivo (en ejecución de la 
Sentencia firme dictada en las actuaciones) para el 
resto de aspirantes. No se concede, pues, más de lo 
pedido (ultra petitum) ni algo distinto de lo pedido 
(extra petitum), lo que determina el rechazo de la queja 
del demandante de amparo.

8. En definitiva, por las razones que han quedado 
expuestas, no puede considerarse que el Auto de 17 de 
octubre de 2002 haya lesionado el derecho a la tutela judi-
cial efectiva (art. 24.1 CE) del demandante de amparo por 
declarar la plena ejecutabilidad de la Sentencia de 30 de 
enero de 1999 en cuanto a la repetición del proceso selec-
tivo desde el nombramiento de una nueva comisión de 
valoración (integrada por miembros distintos) hasta su 
conclusión en forma legal, proceso selectivo en el que, a 
tenor de lo razonado en los referidos Auto y Sentencia, 
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podrán participar tanto el demandante de amparo como 
el resto de aspirantes admitidos, excepto el Sr. García 
Garrido, por haber alcanzado la edad de jubilación en la 
función pública docente, o cualquier otro aspirante que al 
momento de repetición del concurso estuviera, por esa 
misma razón u otra, legalmente imposibilitado para ello.

FALLO
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitu-

cional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN DE LA 
NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado por don Javier Paricio 
Serrano.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dada en Madrid, a nueve de octubre de dos mil seis.
María Emilia Casas Baamonde.–Javier Delgado Barrio.
Roberto García-Calvo y Montiel.–Jorge Rodríguez-Zapata 
Pérez.–Manuel Aragón Reyes.–Pablo Pérez Tremps.–Fir-
mado y rubricado. 

 19904 Sala Primera. Sentencia 286/2006, de 9 de octu-
bre de 2006. Recurso de amparo 5603-2003. 
Promovido por doña María Paz Zurdo Herrero 
respecto a la Sentencia de la Sala de lo Penal 
del Tribunal Supremo y los Autos de la Audien-
cia Nacional que rectificaron la calificación de 
una víctima del síndrome tóxico, reduciendo su 
indemnización.

 Vulneración del derecho a la tutela judicial 
efectiva (inmodificabilidad): rectificación sobre 
la clasificación de unas lesiones declarada en 
Sentencia firme, que no es un error material 
manifiesto (STC 187/2002).

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, com-
puesta por doña María Emilia Casas Baamonde, Presi-
denta, don Javier Delgado Barrio, don Roberto García-
Calvo y Montiel, don Jorge Rodríguez-Zapata Pérez, don 
Manuel Aragón Reyes y don Pablo Pérez Tremps, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 5603-2003, promovido 
por doña María Paz Zurdo Herrero, representada por la 
Procuradora de los Tribunales doña Rosina Montes Agustí 
y asistida por el Abogado don Juan Antonio Guijarro Car-
mona, contra la Sentencia de la Sala de lo Penal del Tribu-
nal Supremo 1034/2003, de 8 de julio, desestimatoria del 
recurso de casación contra el Auto de la Sección Primera 
de la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional de 5 de 
julio de 2002, de rectificación de error material del anexo 
IV de la Sentencia 48/1989, de 20 de mayo. Ha sido parte 
el Abogado del Estado, en la representación que ostenta, 
y ha intervenido el Ministerio Fiscal. Ha sido Ponente la 
Presidenta doña María Emilia Casas Baamonde, quien 
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito registrado en este Tribunal el día 
17 de septiembre de 2003, la Procuradora de los Tribuna-
les doña Rosina Montes Agustí interpone recurso de 
amparo en nombre de doña María Paz Zurdo Herrero con-
tra las resoluciones judiciales mencionadas en el encabe-
zamiento.

2. Los hechos relevantes para el examen de la pre-
tensión de amparo son, sucintamente relatados, los 
siguientes:

a) Doña María Paz Zurdo Herrero fue una de las per-
sonas afectadas por el denominado «síndrome tóxico» y 
como tal fue parte en el sumario núm. 129/81, que con-
cluyó por Sentencia de la Sección Segunda de la Sala de 
lo Penal de la Audiencia Nacional núm. 48/1989, de 20 de 
mayo. El relato de hechos probados de esta sentencia 
afirmaba que «[h]an resultado afectadas las personas que 
se nominan en el anexo IV», y que las sintomáticas son 
identificadas «como SI, sin incapacidad; IP, con incapaci-
dad parcial para su habitual ocupación; IT, con incapaci-
dad total para ella; IA, absoluta para toda ocupación labo-
ral, y GI, con gran invalidez … Y, en el anexo V, se 
relacionan con las siglas NA, las personas que no han 
padecido el ST y, con las CD y DI, las que no constan por 
ahora en el proceso si han sufrido o no la enfermedad. … 
En el anexo VII se comprenden los supuestos NE, DU y DI. 
En los casos NE no ha existido relación causal entre el 
fallecimiento y el ST; en los DU o DI, ese enlace no consta, 
por ahora, en el proceso. Se especifica en otra columna si 
estuvieron afectadas, AF; si consta que no estuvieron, NA; 
o si no aparece si sufrieron o no la enfermedad, CD o DI. 
Respecto a los AF no ha sido posible una más precisa cali-
ficación. … CD y DU se refieren a existencia de duda; DI, a 
insuficiencia documental. Todos los anexos del III al VIII 
cerrados el 13-5-1989». La Sra. Zurdo figuraba clasificada 
en el anexo IV de la citada Sentencia como afectada con 
gran invalidez.

En el fundamento jurídico 9 de la Sentencia se esta-
blecía que «las calificaciones de afectados quedan referi-
das a las que resulten finalmente, caso que se produzca 
modificación en ellas».

En el apartado 18 del fallo se condenaba a los diferen-
tes responsables civiles a abonar «a los afectados con 
gran invalidez 90.000.000 de pts.», precisando en el apar-
tado siguiente que «en el supuesto de producirse una 
ulterior variación desfavorable en el estado de los afecta-
dos, las indemnizaciones se referirán a las calificaciones 
que finalmente resulten».

b) Los pronunciamientos de esta Sentencia relativos 
a la responsabilidad civil fueron mantenidos en la Senten-
cia del Tribunal Supremo de 23 de abril de 1992, y, en 
consecuencia, devinieron firmes.

c) La Sentencia de la Sala de lo Penal del Tribunal 
Supremo 895/1998, de 26 de septiembre, en resolución 
del recurso de casación núm. 3654/96, interpuesto contra 
la Sentencia de la Sección Primera de la Audiencia Nacio-
nal de 24 de mayo de 1996, declaró la responsabilidad 
civil subsidiaria del Estado en los daños y lesiones pade-
cidos por los afectados del síndrome tóxico, encargán-
dose la ejecución de la Sentencia a la Sección Primera de 
la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional.

d) La Sección Primera de la Sala de lo Penal de la 
Audiencia Nacional, por Autos de 13 de marzo y 11 de 
mayo de 1998, estableció las bases para que los afectados 
presentaran sus solicitudes de liquidación de las indemni-
zaciones que les correspondiesen, recogiendo diferentes 
procedimientos para liquidar la indemnización respec-
tiva.

La ahora demandante de amparo presentó la corres-
pondiente solicitud de indemnización el 13 de mayo 
de 1999, mostrándose conforme con la calificación de 


